Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Alberto Brause).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 36 minutos) 
(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 
(Asume la Presidencia el señor Senador García Costa) 


SEÑOR BRAUSE.- Deseo dar cuenta del procedimiento llevado a cabo con respecto a la invitación -que había aprobado la 
Comisión- del Fiscal de Corte, doctor Peri Valdez. Este asunto, que ha cobrado tanta notoriedad, provocó que tomáramos algunas 
medidas a los efectos de preservar las formas. 


Rápidamente, y sin perjuicio de que nuestros invitados están esperando ser recibidos, me veo en la obligación de señalar que una 
vez adoptada, en la sesión pasada, la decisión de invitar al Fiscal de Corte, la Secretaría inmediatamente lo convocó de manera 
telefónica. Al respecto, el doctor Peri Valdez respondió que, estando su cargo sujeto a jerarquía, dicha invitación debería cursarse a 
través del Ministerio de Educación y Cultura, recabando la autorización del caso. Entonces, a través de una nota -quien habla 
colaboró en su redacción- la Secretaría se dirigió al señor Ministro de Educación y Cultura quien, a su vez, respondió a través de 
una nota en el día de ayer. Como a nivel de la prensa se divulgaba una supuesta respuesta y, además, a nuestro modo de ver se 
dio al tema una difusión fuera de su alcance, quien habla consideró conveniente mantener la nota -que fue entregada por 
Secretaría- en reserva hasta tanto se diera información a esta Comisión. Por cierto, fui llamado por varios medios de difusión a los 
que respondí, con la mayor cortesía -los señores Senadores lo podrán comprobar- que me ¡ba a abstener de realizar cualquier tipo 
de manifestación sobre el contenido de la nota hasta que ésta no fuera dada a conocer en la Comisión. En función de ello, la 
Secretaría me dio la carpeta correspondiente que conservé en mi poder hasta este instante, en que la entrego a la Mesa para que 
informe a la Comisión sobre el contenido de la nota. Tengo entendido que se han hecho fotocopias para distribuir entre los 
miembros de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de ingresar en el tratamiento de este tema, invito a la Comisión a recibir a los Asociación de 
Magistrados del Uruguay; después podremos comenzar a estudiar este y otros asuntos que la Comisión tiene planteados. 


(Ingresa a Sala la Asociación de Magistrados del Uruguay) 


La Comisión de Constitución y Legislación tiene mucho gusto en recibir a los delegados de la Asociación de Magistrados del 
Uruguay para escuchar su opinión sobre un proyecto de ley a estudio referido a demandas en reclamos por responsabilidad civil 
derivada de actos médicos, que seguramente concita la atención de determinados sectores de la actividad del país, y respecto al 
cual se pretende encontrar una solución rápidamente. Confiamos y descontamos que quienes nos visitan nos aportarán puntos de 
vista de sumo interés, motivo por el cual les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR FERREIRA.- En mi carácter de Vicepresidente de la Asociación de Magistrados Judiciales del Uruguay -soy Juez Letrado 
en lo Penal, razón por la cual es poco lo que puedo aportar- tengo el inmenso honor de comparecer en este ámbito, accediendo a 
la amable invitación de la Comisión. Hemos pedido la colaboración de nuestra colega, doctora Beatriz Venturini, que es Jueza 
Letrada de Primera Instancia en lo Civil y Profesora de la Cátedra de Derecho Civil; como es sabido, tiene varios trabajos sobre la 
materia, por lo que, si se me permite, le cedo el uso de la palabra. 


SEÑORA VENTURINI.- Antes que nada, quiero aclarar que, según tengo entendido, al tomar conocimiento de la importancia así 
como de la temática que aborda el proyecto de ley con relación a demandas en reclamos por responsabilidad civil derivada de 
actos médicos, fue la Asociación la que solicitó ser recibida por esta Comisión. Como sabrán, la Asociación de Magistrados tiene 
carácter gremial, pero también abarca desde siempre el estudio académico de los problemas que atañen a la Magistratura. 


La importancia del tema determina que, en esta oportunidad, la Asociación de Magistrados Judiciales del Uruguay se haga 
presente manifestando su modesta opinión, que desde ya adelanto no es en general favorable al proyecto y que se encuentra 
fundada en una coherencia de pensamiento por parte de sus integrantes. De manera que en esta cuestión la Asociación se remite 
a una opinión que ya había sido brindada con motivo de otra normativa tendiente fundamentalmente al establecimiento de topes a 
las indemnizaciones por responsabilidad civil. Me refiero a un proyecto de ley del año 1989, sobre el transporte terrestre de 
pasajeros. 


Básicamente, hay tres puntos a considerar sobre los cuales daremos nuestra opinión de forma breve. El primero de ellos es el 
relativo al establecimiento del tope que se pretende; el segundo se relaciona con la consideración del plazo de caducidad que se 
establece; el tercer punto es marginal pero también interesante y tiene que ver con la novedad de la introducción de los daños 
punitivos. 


En lo que tiene que ver con el primer punto, la Asociación entiende que es necesario mantener el principio de reparación integral 
del daño. En ese sentido, me voy a permitir citar la opinión de nuestro querido maestro de jueces recientemente desaparecido -a 
quien aprovecho la oportunidad para homenajear- el doctor Víctor Hugo Bermúdez. Debo aclarar, además, que en aquel momento 
el proyecto referido al transporte coincidió con la iniciativa elaborada por el entonces Senador Dardo Ortiz, que los señores 
Senadores refieren como antecedente de este proyecto, lo cual significa que en ese entonces existía un proyecto muy semejante a 
éste. El doctor Bermúdez, concurriendo en representación de la Asociación de Magistrados en 1989 a opinar sobre aquel proyecto, 
dijo que las fijaciones jurisprudenciales prestigian una solución limitativa de la responsabilidad civil porque son, evidentemente, 
moderadas, contemplan la realidad del país y, además, guardan una debida proporción, no sólo cuando cada sala dispone 
fijaciones atendiendo a sus precedentes, sino también cuando lo hace ponderando otras fijaciones de la jurisprudencia. ¿Qué 
quería decir el doctor Bermúdez con esto? Que la fijación de topes a la responsabilidad no necesariamente va a suponer incluso 
una tendencia a la baja de las indemnizaciones. Es más, el doctor Van Rompaey, actual Presidente de la Suprema Corte de 


Justicia, en esa misma oportunidad, agregaba que si los montos son excesivos tienen el control de los Tribunales de Apelaciones y 
que es allí donde se logra una jurisprudencia unificada. 


Como los señores Senadores saben, he venido investigando a propósito del tema de los montos. En este sentido, nuestra 
jurisprudencia es moderada en relación con las fijaciones de los mismos en cuanto a indemnizaciones. A veces, es demasiado 
moderada, lo cual ha determinado la crítica sobre este mismo aspecto. 


Cuando se coloca un tope, existe el riesgo de que se suba o de acercarse al tope por considerar que ese sería el máximo de la 
indemnización. 


Pero la cuestión fundamental en cuanto al tema del tope es que no se respeta un principio muy caro al Derecho Civil, el de la 
reparación integral del daño, pues en la medida en que se esté poniendo un tope, hay una serie de situaciones que van a quedar 
por encima de él que son, justamente, los casos de las muertes y los de los grandes incapacitados. Estos casos son los que 
generan montos superiores y los que pueden quedar por encima del tope que se establece. 


Junto con estos conceptos, entendemos -al igual que el doctor Gamarra cuando se lo consultó al respecto- que se debilita la 
función preventiva de la responsabilidad, porque al considerar montos con un tope que no es sustancialmente elevado, se 
disminuye la función preventiva de la responsabilidad porque, en todo caso, esto se convierte en un cálculo actuarial para el 
seguro. 


Debo agregar que este mismo Parlamento sancionó la norma referida a las relaciones de consumo. 


A nuestro juicio, los servicios profesionales están contemplados en la Ley de Relaciones de Consumo, tal como allí se establece. 
La tendencia que se sigue es la de privilegiar la situación del consumidor. Siempre hay una parte débil y una fuerte. La primera 
corresponde al consumidor, que en este caso es quien recibe el servicio de salud. 


Pensamos que una norma de este tipo no otorga coherencia interna al sistema legislativo porque, precisamente, la Ley de 
Relaciones de Consumo, sigue una tendencia contraria, o sea, la de beneficiar a la víctima. Parto de la base de que resulta claro 
para todos que cuando hablamos del supuesto de responsabilidad médica es porque, en efecto, se dan todos los elementos de la 
responsabilidad. Digo esto porque, a veces, es difícil aclararle la situación a los médicos, a raíz del miedo al juicio de 
responsabilidad. En realidad, a nadie le gusta ser demandado. No hay que olvidar que cuando un juez emite una condena es 
porque ya están dados los elementos de la responsabilidad, en especial, la culpa. La obligación es, valga la redundancia, una 
obligación de medios y, entonces, se responderá cuando haya culpa. 


Lo dicho hasta aquí se refiere al tema de los topes. 


En cuanto a lo que se ha expresado acerca de que esta norma genera una situación de desigualdad, corresponde indicar que ello 
se debe a que lo que se contempla es una limitación de responsabilidad y un acortamiento de los términos de prescripción - 
concretamente, estableciendo una caducidad- para algunos profesionales. En realidad, esto debería aplicarse a todos los 
profesionales, ya que las situaciones de riesgo abarcan todo tipo de actividad profesional. Por ello digo que todo esto está 
contemplado en una única norma: la Ley de Relaciones de Consumo, que regula todas las actividades profesionales. 


Por otra parte -también teniendo en cuenta la referida norma- el acortamiento del período dentro del cual la víctima puede reclamar 
no son veinte años, tal como se indica en la exposición de motivos del proyecto. La Ley de Relaciones de Consumo redujo 
sustancialmente el término de prescripción. Ahora, existe un máximo de catorce años: diez para que aparezca el daño y cuatro más 
para que se presente el reclamo. De manera que existe un período que oscila entre cuatro y catorce años, como máximo. Pero 
entendemos que el plazo actualmente establecido -con la idea de que sea un plazo de caducidad y no de prescripción- también 
genera un importante perjuicio para las víctimas. Esto se debe a que los plazos de caducidad -a diferencia de los de prescripción- 
se aplican, incluso, para quienes están impedidos. Por ejemplo, le podría estar transcurriendo el plazo de caducidad a una persona 
que esté incapacitada como resultado de una mala praxis médica, sin efectuar su reclamación y perder así la posibilidad de que se 
le repare el daño. 


Supongo que los señores Senadores no sólo están interesados en escuchar críticas, sino también ideas que contribuyan a 
encontrar una solución. En este caso, realmente de buena fe, se está intentando llegar a buen término. Pero de acuerdo al tenor 
del texto, pensamos que no sólo no se aporta una solución, sino que incluso puede ocasionarse un perjuicio al sistema, al limitar la 
reparación integral del daño, no permitiendo que éste se resarza totalmente. 


En cuanto a los daños punitivos, deseo indicar lo siguiente. Se maneja como algo novedoso decir que cuando existe dolo puede 
sacrificarse el valor de la indemnización. Al respecto, siempre hemos sostenido que la culpa y el dolo no pueden tener incidencia 
alguna a la hora de fijar montos de reparación, porque nunca se está pensando en cómo actúa el culpable, sino en el daño que se 
infringió a la víctima. Pensemos en que una tremenda culpa puede ocasionar un daño muy menor, pero si tenemos en cuenta la 
culpa deberemos sancionar más jueces porque se estaría pensando en la gran culpa y no en el daño. Además -esto es sumamente 
serio- en nuestra modesta opinión, es casi impensable considerar la posibilidad de que en una acción médica un profesional de la 
salud actúe con dolo porque, justamente, la misión de los médicos es la de ayudarnos, salvar nuestras vidas y hacer todo lo posible 
para sacarnos adelante en nuestras enfermedades. 


Se trata de una norma novedosa porque introduce el tema que en doctrina se conoce como "de los daños punitivos". Por eso 
pensamos que no tiene demasiado sentido colocarlo en esta norma, ni siquiera, como una contrapartida para elevar el tope, ya que 
este sería el único motivo. 


Básicamente, esas serían nuestras consideraciones. La propuesta es manejarnos con la Ley de Relaciones de Consumo que este 
mismo Parlamento sancionó, que está funcionando, y que los Jueces estamos aplicando. En concreto consta de una cantidad de 
principios nuevos que, a mi juicio, funciona bien porque tiene en cuenta lo ya legislado en la ley a que hice referencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, agradecemos la presencia de los señores Representantes Barrera y Scavarelli por 
compartir con nosotros esta jornada de trabajo e invito a los señores Legisladores que tengan alguna duda sobre el tema a estudio 
a realizar las consultas del caso. 


Quisiera informar a los visitantes que en nuestra tarea es de uso no establecer un dialogado que tornaría imposible el trabajo. 
Generalmente nos limitamos a recabar la información que se nos brinda y si algún miembro de la Comisión tiene preguntas las 
plantea para que sea contestada por los visitantes. Reitero que el trabajo que realizamos en Comisión es escuchar la información 
brindada, la que será analizada y posteriormente se toman las resoluciones del caso. Aclaro que no es que lo que se ha informado 
no sea interesante, sino que esta es nuestra forma de trabajar. 


SEÑOR BRAUSE.- La doctora Venturini ha citado la opinión reconocida del doctor Bermúdez y, si no estoy equivocado, leyó algún 
fragmento de su autoría. Sería interesante saber el origen de esa opinión para poder acceder a ella o, de lo contrario, poder 
conseguir la fotocopia del documento que la doctora utilizó. 


SEÑORA VENTURIN!I.- Se trata del Repartido N* 301, de fecha 2 de octubre de 1989. Quiero informar que hay versión taquigráfica 
de este material porque fueron recibidos en una sesión de la Comisión la Asociación de Magistrados del Uruguay y el Instituto de 


Derecho Civil de la Facultad. Quiero decir que hay otras opiniones sobre este tema. Concretamente, en representación de la 
Asociación de Magistrados concurrieron los doctores Alonso De Marco, Bermúdez y Van Rompaey. 


SEÑOR BRAUSE.- Le agradezco la información porque podremos tener acceso a ella. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Resta agradecer a nuestros invitados su comparecencia en esta Comisión. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Magistrados del Uruguay) 


Linea del vie de báaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


